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RESUMO
Desde a primeira defi nição legal do crime de terrorismo na Colômbia que teve lugar no código penal de 1980.
Esse conceito parƟ cipou de uma primeira ambiguidade da linguagem normaƟ va, onde, em palavras do legis-
lador penal foram descubertas as propriedades de uma situação de fato de periculosidade. Essa ambiguidade 
semânƟ ca originou um Ɵ po de carência de limites de preços precisos na determinação desta forma especial 
normaƟ va. Portanto, involve a interpretação jurídica, uma abertura expansionista do direito penal. Tendo em 
vista esta decantação. Corresponde ao legislador, na sua área de competência. Derramando clareza e segurança 
nesserárias sobre as ações que regularmente consƟ tuem em um Ɵ po penal.

PALAVRAS-CHAVES
O terrorismo, A políƟ ca criminal, Segurança jurídica, Incerteza jurídica.

RESUMEN
Desde la primera defi nición legal del delito de terrorismo en Colombia –que tuvo lugar en el Código Penal de 
1980– dicho concepto asisƟ ó a una primera vaguedad del lenguaje normaƟ vo, donde, en palabras del legislador 
penal, se describieron las propiedades de un supuesto fácƟ co de peligrosidad. Esta vaguedad semánƟ ca ha ge-
nerado una especie de carencia de límites precisos en la determinación de esta especial forma normaƟ va por lo 
que, en consecuencia, implica en la interpretación jurídica una apertura expansionista del Derecho Penal. Aten-
diendo a esta decantación, corresponde al legislador, en su ámbito de competencia, arrojar la claridad y certeza 
necesarias sobre las acciones que normaƟ vamente se insƟ tuyen en un Ɵ po penal.

PALABRAS CLAVE
Terrorismo, PolíƟ ca criminal, Seguridad jurídica, Indeterminación jurídica. 

ABSTRACT
Since the fi rst legal defi niƟ on of the crime of terrorism in Colombia –which took place in the Penal Code of 1980–
, the concept aƩ ended a fi rst vagueness of normaƟ ve language, where, in the words of criminal legislature, the 
properƟ es of a factual assumpƟ on were described dangerousness. This semanƟ c vagueness has created a kind 
of lack of precise boundaries in determining this parƟ cular standard form so consequently the legal interpreta-
Ɵ on implies an expansionary opening of criminal law. In response to this decantaƟ on, for the legislature in its 
fi eld of competence, shed the necessary clarity and certainty about the acƟ ons that are normaƟ vely insƟ tuted 
a criminal off ense.
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INTRODUCCIÓN

Los sistemas sociales (Luhmann, 1998) en 
sus diferentes procesos han pretendido al-
canzar seguridad para sus ciudadanos, a par-
Ɵ r de un conocimiento claro y fundado de las 
consecuencias de sus contactos en la prácƟ -
ca social. Uno de tales sistemas sociales es 
el jurídico, que mediante su propia compleji-
dad y su entorno ha pretendido, en cada uno 
de sus subsistemas, conseguir la garanơ a de 
exacƟ tud de los efectos de las relaciones que 
los individuos generalizan constantemente.

Esa garanơ a de exacƟ tud toma, para el sis-
tema del Derecho, el nombre de seguridad 
jurídica (Pérez Luño, 1991), que, defi nida 
abstractamente, dice de un principio de cer-
Ɵ dumbre, en favor de los ciudadanos, des-
Ɵ natarios de las normas jurídicas, quienes 
esperan que los efectos jurídicos de sus con-
tactos fácƟ cos, encuentren claridad y sedi-
mento en las reglas de Derecho. 

Al interior del sistema jurídico, el subsistema 
jurídico-penal ha ocupado su atención en el 
derrotero de la seguridad jurídica, buscando 
precisar la defi nición, el contenido y el alcan-
ce de categorías propias, como el delito y la 
sanción penal, que fácƟ camente, el primero, 
y contrafácƟ camente, el segundo, se realizan 
en el mundo. En este propósito, el Derecho 
Penal se ha servido del clásico principio de 
legalidad (Ferrajoli, 2005, pp. 33 y ss.), pro-
curando una estabilidad conceptual, a parƟ r 
del primer momento de intervención estatal, 
esto es, la confección de la ley, en el llamado 

momento legislaƟ vo (Fernández, 2002, pp. 
216 y ss.).

De tan variada acƟ vidad en el momento le-
gislaƟ vo, la construcción de las leyes es qui-
zás el rol de mayor relevancia, por el deber 
asumido por el legislador de elaborar nor-
mas que concreten la pretendida seguridad 
jurídica.

Los Ɵ empos actuales han ofrecido un reto al 
legislador para que muchas de las expectaƟ -
vas sociales de conducta de los ciudadanos 
lleguen a una concreción general, estable y 
abstracta, propia de las reglas de Derecho.

Dentro de este reto, un fenómeno de violen-
cia sucesiva (González-Cussac, 2006, p. 71), 
con extensión al interior del sistema social 
de los Estados, como en el ámbito global, es 
el terrorismo; fenómeno que ha sido recep-
cionado por los legisladores de los Estados, 
como por la comunidad internacional, me-
diante normas de cobertura que propenden 
defi nirlo, y a través de normas de enjuicia-
miento que intentan realizar el valor de jusƟ -
cia de las naciones para combaƟ rlo.

En uno y otro caso, estas normas integran 
un sistema conceptual que uƟ liza una lógi-
ca dualista: terrorismo/anƟ terrorismo, que 
acusa una interesante defi ciencia. Una defi -
ciencia que se explica en la indefi nición de 
la expresión terrorismo, la cual, sucedánea-
mente, se responde en el concepto de an-
Ɵ terror, como consecuencia y elemento de 
ese binomio lógico. 
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Este arơ culo producto de una invesƟ gación 
cienơ fi ca, intentará explicar las razones de 
la indefi nición que se acusa a esa lógica del 
prohibicionismo, en materia del terrorismo, 
y su respuesta insƟ tucional, concentrando 
este interés en el trabajo conceptual del mo-
mento legislaƟ vo.

1. EL FENÓMENO DEL TERRORISMO Y LA 
POLÍTICA CRIMINAL

Un fenómeno fácƟ co como el terrorismo, 
originado en el dato de la realidad, puede re-
vesƟ r muchas y disímiles defi niciones desde 
los diferentes sistemas y subsistemas de una 
sociedad, o de un mundo global, si se quiere.

Como fenómeno de la realidad, resisƟ rá 
apuestas de defi nición por la políƟ ca, la eco-
nomía, la historia, la antropología, la psicolo-
gía, la sociología o el Derecho.

No obstante, ese dato fácƟ co del fenómeno 
del terror, cuando resulta lesivo de los valo-
res e intereses del sistema social, sea por los 
daños directos que cause a estos, como por 
la situación de peligro que comprometa su 
funcionalidad, es asumido, en concreto, por 
la políƟ ca criminal, que lo somete a un pro-
ceso de construcción conceptual, pasando 
por el tamiz de la políƟ ca penal, para termi-
nar estabilizado y generalizado en la norma 
jurídico-penal. 

Un proceso insƟ tucional de construcción 
conceptual como el descrito, bajo el pano-
rama de una políƟ ca pública, como lo es la 
políƟ ca criminal, inescindiblemente está vin-

culado a la observación de los procesos so-
ciales en los que se realizan los fenómenos 
nocivos, como al reconocimiento de los va-
lores e intereses relevantes para la sociedad 
que se esƟ man lesionados.

Necesariamente, la observación de los pro-
cesos sociales y los valores relevantes está 
dotada, principalmente, del insumo descrip-
Ɵ vo de la sociología que, como disciplina so-
cial, narra el proceso social con el lenguaje 
propio de su complejidad.

Es posible señalar que aun cuando otras dis-
ciplinas del saber informan al proceso de la 
políƟ ca criminal, especialmente si se relacio-
nan en forma directa con el dato fácƟ co, la 
sociología se consƟ tuye en el sector de me-
jor ofrecimiento valoraƟ vo de la realidad. 

Pero tal afi rmación, no puede elevar a la so-
ciología al rango de disciplina jusƟ fi cadora 
y legiƟ madora de los conceptos de delito y 
pena, pues necesariamente deberá servirse 
de otros saberes interdisciplinarios, como 
que solo brinda una interpretación de los da-
tos de la realidad que afectan a la sociedad 
(Elbert, 1995, p. 201).

Este papel de la sociología explica la relación 
necesaria, pero limitada, entre la políƟ ca 
criminal y la dogmáƟ ca penal, en la medida 
en que aquella suministra al Derecho Penal, 
sirviéndose de saberes como la sociología, el 
dato fácƟ co y el dato axiológico, una orien-
tación hacia la prevención del delito; pero, 
a su turno, la dogmáƟ ca penal sitúa unos lí-
mites a la políƟ ca criminal, como barrera de 
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contención al ejercicio del poder puniƟ vo del 
Estado*. 

Uno de estos límites es el principio de lega-
lidad, que, inspirado en el de seguridad jurí-
dica, pretende ser pauta irrenunciable, en el 
momento legislaƟ vo, como en el momento 
judicial, en los que el sistema penal desarro-
lla la más severa intervención de los dere-
chos ciudadanos. 

Es el escenario legislaƟ vo, en el que la ga-
ranơ a de legalidad adquiere destacada im-
portancia, por cuanto en él, antes que ha-
bilitarse formalmente el ejercicio del poder 
puniƟ vo, se agota la función limitadora del 
Derecho Penal, como verdadera acƟ vidad re-
ductora (Zaff aroni, 2000, p. 414).

Con esto, el fenómeno del terrorismo, como 
dato de la realidad, suministrado por la po-
líƟ ca criminal al Derecho Penal, termina en 
esa decantación confi gurándose normaƟ va-
mente en un Ɵ po penal al que el legislador, 
en su ámbito de competencia, debe dotar de 
la claridad y certeza necesarias, que permi-
tan seleccionar, racional y limitadamente, las 
acciones que se conminan con pena (Fernán-
dez, 2002, p. 320).

Antes de observar cuáles han sido los datos 
de realidad y axiológicos, de los que se ha 

* Se parte de una relación situacional entre políƟ ca cri-
minal y dogmáƟ ca penal, que bien se defi ne como una 
relación entorno-sistema, Cfr. Manuel Salvador Grosso 
García, El concepto del delito en el nuevo código penal. 
Una propuesta de interpretación desde el sistema de 
la teoría del delito, Bogotá, Ediciones Jurídicas Gustavo 
Ibáñez, 1ª ed., 2003, pp. 321 a 327. 

servido el legislador para la confi guración 
normaƟ va del terrorismo, y que han propi-
ciado el margen de indefi nición conceptual, 
resulta necesario detenernos en la pauta de 
deber dirigida al legislador para la correcta 
elaboración de la ley penal, la que directa-
mente ha inobservado cuando defi ne la lógi-
ca dialécƟ ca terrorismo/anƟ terrorismo.

2. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD

Dando por descontada la prevalencia de la 
dignidad humana, otro principio, como es 
el de legalidad, consƟ tuye el máximo fun-
damento del Derecho Penal, y por ende el 
criterio orientador de la interpretación de 
las normas jurídicas, cuando estas hacen al 
objeto de protección en materia penal, por 
estar ínsitas en ellas los valores que pretende 
tutelar el Estado mediante las medidas más 
enérgicas de control.

En la ciencia jurídica el principio de legalidad 
se defi ne como el concepto estructural de la 
sujeción de las gesƟ ones administraƟ vas del 
Estado a la ley, siendo esta una relación de 
vinculación normaƟ va del servidor público al 
cuerpo normaƟ vo regulador de las acƟ vida-
des. Es en el caso del Derecho AdministraƟ -
vo, en donde la legalidad adquiere mayor rai-
gambre sujecional, por cuanto los sistemas 
consƟ tucionales han entendido que el ámbi-
to funcional de los servidores públicos debe 
estar enmarcado en la legalidad. 

Pero a más de ser un referente de sujeción, 
la legalidad se revela como la manifestación 
de los estados de derecho que consƟ tucio-
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nalmente rigen el ejercicio del poder público, 
a través del acatamiento de reglas de dere-
cho objeƟ vo, proferidas por los representan-
tes de la colecƟ vidad. 

En la prácƟ ca judicial la legalidad supone la 
más férrea sujeción del juez a la ley, sin com-
prender al operador judicial como un llano 
aplicador del derecho objeƟ vo al margen de 
ejercicios hermenéuƟ cos que le permitan in-
terpretar la fi nalidad de los enunciados jurí-
dicos.

A esa legalidad, referida como el superior 
principio en materia penal, interesa destacar 
la “estricta legalidad”, que a contrario de la 
mera legalidad, en el planteo de Ferrajoli, 
defi ne un principio cognosciƟ vo del Derecho 
Penal, dirigido al creador de la norma para 
que en su labor otorgue el senƟ do gramaƟ -
cal que el texto enseñe (Ferrajoli, 2005, pp. 
375 y ss.). Ello en forma sustancial es lo que 
propone la pretendida teoría de la legisla-
ción, en su ocupación por la formulación de 
la ley*. 

* La teoría de la legislación, a través de la uƟ lización de 
un método “legislaƟ vo” en el que las categorías del 
“ser” y “deber ser” se encuentran en una relación de 
correspondencia recíproca, busca, trascendiendo las ha-
bituales metodologías jurídicas, inverƟ r el método de la 
subsunción (correspondencia entre Ɵ po legal y supues-
to fácƟ co), para obtener una comunicación, mediante 
interpenetración entre la idea de derecho (deber ser y 
principios) y las situación fácƟ cas (ser), en las cuales re-
cíprocamente existe una apertura para la construcción 
de las normas jurídicas. Arthur Kaufmann, Filosoİ a del 
derecho, Universidad Externado de Colombia, 1999, pp. 
54-58. Como función de esa acƟ vidad legislaƟ va expresa 
Manuel AƟ enza, que la racionalidad busca la precisión 
de la ley, en orden a obtener una fl uida comunicación 
entre la autoridad que dicta el derecho y sus desƟ nata-
rios. Cfr. Manuel AƟ enza, Contribución a una teoría de la 
legislación, Civitas, Madrid, 1997, pp. 28-29. 

Con ello, se perfi la la legalidad como garan-
ơ a de interpretación y aplicación de la norma 
penal, cuando quiera que el juez estará su-
bordinado al estricto contenido de la ley, sin 
espacios para completar los textos errados o 
vacíos mediante interpretaciones desfavora-
bles al desƟ natario del derecho (Fernández, 
1999, p. 130).

En desarrollo de las funciones de garanơ a ra-
dicadas en la estricta legalidad surgen los ob-
jeƟ vos, dirigidos al legislador, de construir las 
leyes incriminadoras asegurando la verdad y 
taxaƟ vidad de la descripción de las normas 
penales, entre las que se incluyen las prohi-
biƟ vas y las permisivas.

La garanơ a de certeza jurídica como dimen-
sión subjeƟ va del principio de seguridad jurí-
dica consisƟ rá: en la previsión para el ciuda-
dano de lo mandado, lo prohibido y lo permi-
Ɵ do; y en función de ese conocimiento, de la 
organización de sus propias acciones (Pérez, 
2000, p. 484). En materia sancionatoria se 
cumple la certeza cuando el legislador elabo-
ra Ɵ pos penales ciertos, claros y precisos en 
la descripción de los supuestos fácƟ cos. En la 
medida en que el hecho antecedente de la 
sanción se indique con claridad sin aperturas 
a la incerƟ dumbre, el ciudadano sabrá a qué 
atenerse, o dicho de otra manera, conocerá 
el curso de su acción u omisión frente a las 
sanciones penales. Esta previsión de conoci-
miento es la que caracteriza a la garanơ a de 
la ley penal cierta, conceptuada por un sec-
tor de la doctrina como la garanơ a de deter-
minación de la ley (Mir Puig, 2002, p. 78), y 
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por otra como la taxaƟ vidad (Jakobs, 1997, 
p. 89).

3. EL PRINCIPIO DE TAXATIVIDAD Y LA 
CERTEZA JURÍDICA

La taxaƟ vidad, inicialmente fundada en la 
certeza jurídica, hace a una garanơ a del prin-
cipio de legalidad, y se convierte en un ideal 
de precisión de los enunciados prescripƟ vos, 
permisivos y descripƟ vos que comprende la 
regulación penal de cada Estado. Con ello, 
esƟ mamos que el derrotero en el marco de 
la legalidad será la taxaƟ vidad como mejor 
expresión del axioma garanƟ sta del nullum 
crimen sine lege certa. 
 
La taxaƟ vidad en términos de teoría jurídica 
se defi ne como la exigencia de que los textos 
en que se vierten las normas sancionatorias 
describan con sufi ciente precisión qué con-
ductas están prohibidas y qué sanciones se 
impondrán a quienes incurran en ellas (Fe-
rreres, 2002, p. 21).

Es el notable arraigo del término de taxaƟ vi-
dad, el que prefi ere su uƟ lización en materia 
penal, toda vez que refi ere a la determina-
ción de los Ɵ pos penales, como paradigma 
de descripción sancionatoria en el ámbito 
del Derecho sancionatorio estatal.

No obstante su relación funcional y su ca-
rácter técnico en la ciencia jurídica, la ta-
xaƟ vidad y la reserva de ley, son principios 
con fundamentos y direcciones disƟ ntas en 
la disciplina jurídico-penal. Este es un enun-
ciado jurídico, que uƟ lizando las palabras de 

AƟ enza corresponde a un “principio direc-
triz” que como norma programáƟ ca defi ne 
qué enunciado jurídico es el que debe depo-
sitar el contenido y concepto del delito y de 
la pena*.

Consecuencia de esta direcƟ va es la deno-
minada por Ferrajoli mera legalidad, a través 
de la cual se estable el ámbito de competen-
cia en la elaboración de la ley penal como 
una regla de distribución del poder público 
que atribuye al representante de los ciuda-
danos la elaboración de la ley sancionatoria 
mediante los procedimientos deliberaƟ vo y 
contradictorio**. Sobre este principio, Becca-
ria afi rmó que “sólo las leyes pueden decre-
tar las penas de los delitos; y esta autoridad 
debe residir puniƟ vamente en el legislador, 
que representa a toda la sociedad regida por 
el contrato social” (Beccaria, 1994, p. 6). 

Lo anterior explica el fundamento de la re-
serva de ley en el principio democráƟ co, 
a contrario de la taxaƟ vidad que explica su 
jusƟ fi cación en los principios de certeza jurí-
dica e imparcialidad, siendo este úlƟ mo una 
forma de igualdad en la aplicación de la ley.

De este modo, la taxaƟ vidad corresponderá, 
como principio, a un mandato de determina-
ción, a través del cual la ley deberá defi nir 
de modo irrestricto las fi guras delicƟ vas, de 

* También denominado por el mismo autor principio pro-
gramáƟ co como norma dirigida a guiar el ejercicio nor-
maƟ vo de los poderes públicos. Cfr. AƟ enza, Manuel, Las 
piezas del derecho, Teoría de los enunciados jurídicos, 
Barcelona, Ariel, 1996, p. 4.

** Que prescribe al juez solo concebir como delito lo que 
está llamado al legislador defi nir en el texto legal. Cfr. 
Derecho y razón, p. 378.
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forma que solo quepan en el marco de la ley 
las conductas que se consideran punibles, y 
que dichas conductas se expresen en térmi-
nos precisos, claros e inequívocos.

Esta exigencia de determinación de los tex-
tos de las normas sancionatorias se haya 
implícita en el principio de reserva de ley*, y 
de contera la taxaƟ vidad misma contribuye 
a incrementar en la labor legislaƟ va el rigor 
de precisión en la elaboración de las reglas 
de Derecho. De hecho el ideal de claridad 
resulta consustancial a la función reguladora 
del Derecho, por manera que si el sistema ju-
rídico pretende reglamentar las expectaƟ vas 
sociales de comportamiento deberá dirigir-
se a los desƟ natarios de dichas expectaƟ vas 
mediante un lenguaje caracterizado por la 
claridad. 

No obstante la determinación como man-
dato, es indefecƟ ble afrontar un importante 
margen de indeterminación de las normas 
sancionatorias, ya adverƟ do por la dogmáƟ -
ca penal (Zaff aroni, p. 110), y la teoría jurídi-
ca (Alchourrón & Bulygin, 1975), cuando se 
repara en el carácter parcialmente indeter-
minado del Derecho.

Esta indeterminación como problema explica 
el papel de guía de comportamiento de los 
principios jurídicos, cuando se reportan por 
los operadores judiciales difi cultades en la 
aplicación de las reglas de derecho posiƟ vo. 

* La correspondencia entre taxaƟ vidad y reserva de ley es 
adverƟ da por Silva Sánchez. Cfr. Aproximación al derecho 
penal contemporáneo, Barcelona, Bosch, 1992, p. 257.

Seguramente en materias como el Derecho 
AdministraƟ vo o el Derecho Privado la uƟ li-
zación prácƟ ca de los principios direcƟ vos en 
la solución de la indeterminación de las for-
mulaciones normaƟ vas resulte de irrepara-
ble rendimiento en la solución de los casos, 
pero en Derecho Penal la existencia y usanza 
de los principios, concebidos bajo la nomi-
nación de normas rectoras, merece especial 
atención, cuando quiera que la exigencia de 
precisión se traduce en el control mínimo del 
contenido de las normas prohibiƟ vas o per-
misivas del Derecho Penal, consƟ tuyéndose 
en un marco fundamental para su signifi ca-
ción, que se materializa en su interrelación y 
aplicación (Fernández, 1991, p. 95). 

No obstante el derrotero de taxaƟ vidad, 
debe reconocerse la posibilidad de redac-
ción de textos jurídicos con un importante 
margen de indeterminación, lo que abre una 
necesaria intervención interpretaƟ va del dis-
pensador de jusƟ cia, ante la reprochable in-
terpretación exegéƟ ca del texto normaƟ vo, 
a la manera en que el pensamiento ilustrado 
pretendía que los cuerpos normaƟ vos fueran 
tan precisos en su redacción que redujeran la 
labor judicial a una llana aplicación mecánica 
de la ley por parte del juez.

Una apertura de esta caracterísƟ ca, es des-
de luego, generadora de costos importantes 
para la seguridad jurídica, los cuales solo 
pueden ser reducidos pero no suprimidos. 

Así, el principio de legalidad, a través de la 
taxaƟ vidad, será, entonces, el sedimento de 
la libertad del ciudadano, pues solo las nor-
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mas con claros límites del lenguaje norma-
Ɵ vo permiƟ rán a los desƟ natarios del Dere-
cho elegir, con conocimiento de la ley, si se 
siguen o no las prohibiciones penales.

Más adelante observaremos si la taxaƟ vidad 
es alcanzada en el lenguaje normaƟ vo del te-
rrorismo, si existe algún margen de indeter-
minación, o se evidencia una problemáƟ ca 
indefi nición, más allá de lo normaƟ vo.

4. LA INDEFINICIÓN DEL CONCEPTO JURÍ
DICO DE TERRORISMO

Pese al derrotero de taxaƟ vidad, o determi-
nación exhausƟ va del concepto legal de te-
rrorismo, el legislador jurídico-penal desde 
la primera defi nición legal de este delito* 

* Art. 187. Terrorismo. Modifi cado por el Decreto 2266 de 
1991, Art. 4. El que provoque o mantenga en estado de 
zozobra o terror a la población o a un sector de ella, me-
diante actos que pongan en peligro la vida, la integridad 
İ sica o la libertad de las personas o las edifi caciones o 
medios de comunicación, transporte, procesamiento o 
conducción de fl uidos o fuerzas motrices, valiéndose de 
medios capaces de causar estragos incurrirá en prisión 
de diez (10) a veinte (20) años y multa de diez (10) a 
cien (100) salarios mínimos mensuales, sin perjuicio de 
la pena que le corresponda por los demás delitos que 
ocasionen con este hecho. 

 Si el estado de zozobra o de terror es provocado me-
diante llamada telefónica, cinta magnetofónica, video, 
casete o escrito anónimo, la pena será de dos (2) a cinco 
(5) años y la multa de cinco (5) a cincuenta (50) sala-
rios mínimos mensuales. Otro tanto hizo el legislador 
extraordinario en Colombia mediante el Decreto 180 de 
1988, con el cual exacerbó la omnipresencia normaƟ va 
del terrorismo en el sistema penal. Esto por medio de 
la creación de un capítulo I desƟ nado a los delitos de 
terrorismo entre estos:  terrorismo,   auxilio a las acƟ vida-
des terroristas,  omisión de informes sobre acƟ vidades 
terroristas,  exigencia o solicitud de cuotas para terroris-
mo,  insƟ gación o constreñimiento para ingreso a grupos 
terroristas , insƟ gación al terrorismo,  incendio, destruc-
ción o daño de nave, aeronave o medio de transporte 
por acto terrorista , disparo de arma de fuego y empleo 
de explosivos contra vehículos , tenencia, fabricación, 
tráfi co y uso de armas o sustancias tóxicas,  empleo o 
lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos,  fabri-
cación y tráfi co de armas y municiones de uso privaƟ vo 

–Código Penal de 1980–, asisƟ ó a una pri-
mera vaguedad del lenguaje normaƟ vo, re-
presentada en las palabras uƟ lizadas por el 
legislador penal que describió las propieda-
des de un supuesto fácƟ co de peligrosidad, 
verƟ do en un enunciado jurídico, lo que ha 
generado una especie de carencia de límites 
precisos de esta especial forma normaƟ va. 

Estos “espacios de penumbra”, propios de la 
vaguedad, idenƟ fi can un grupo de casos en 
los que los límites del lenguaje normaƟ vo no 
resultan claramente observables y, en conse-
cuencia, la imprecisión cobra una graduación 
interpretaƟ va que se revelaría, cuanƟ taƟ va-
mente en casos a los que no pueda aplicar-
se el Derecho, como afi rmara Nino (1999, p. 
264).
 
En el ámbito jurídico penal la vaguedad se 
encuentra refl ejada en el concepto, conteni-
do y alcance de algunos elementos del Ɵ po 
legal, parƟ cularmente en los conocidos ele-
mentos descripƟ vos del Ɵ po, a través de los 
cuales se describen objetos del mundo real, 
que como conceptos pueden ser tomados 
del lenguaje coƟ diano por poseer una refe-
rencia a la realidad cognoscible**: 

de las fuerzas militares o de Policía Nacional,  corrupción 
de alimentos y medicinas,  instrucción y entrenamiento,  
uƟ lización ilícita de equipos transmisores o receptores,  
administración de recursos,  intercepción de correspon-
dencia ofi cial, y  uƟ lización ilegal de uniformes e insig-
nias. 

** Como un paradigma del conocimiento de esta clase de 
objetos descritos por la norma penal se plantea la fór-
mula de la “valoración paralela en la esfera del profano” 
que fuera propuesta por Mezger siguiendo a Binding, 
Cfr. Jescheck, Hans-Heinrich (2003). Tratado de derecho 
penal, p. 316.
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Otro tanto hace a la vaguedad de algunos 
elementos normaƟ vos del Ɵ po, que como 
conceptos dotados de contenido normaƟ vo, 
no resultan de fácil aprehensión para el des-
Ɵ natario de la norma, o se prestan a diferen-
tes, y no convergentes, interpretaciones, por 
lo que debe acudirse a la idea de derecho 
que pueda concurrir en el ámbito de conoci-
miento de un ciudadano común. 

Destacado es el caso de las actuales técnicas 
de Ɵ pifi cación en los delitos de peligro, abs-
tracto, como el de terrorismo, en los cuales 
se uƟ lizan elementos descripƟ vos que co-
rresponden a alocuciones abiertas del len-
guaje, que aun cuando explican expresiones 
semánƟ cas, pertenecientes al lenguaje co-
mún, generan en la interpretación jurídica 
una apertura expansionista del Derecho Pe-
nal.

Es el caso de expresiones como “estado de 
zozobra o terror en la población”, o “actos 
que pongan en peligro la vida, la integri-
dad İ sica o la libertad de las personas o las 
edifi caciones o medios de comunicación, 
transporte, procesamiento o conducción de 
fl uidos o fuerzas motrices”, que al rompe in-
vitan a susƟ tuir la palabra del legislador con 
la introducción de términos valoraƟ vos, que 
consƟ tuyan la puerta abierta a prácƟ cas sus-
tancialistas, en las cuales los excesivos juicios 
de valor dotan de una manida discreciona-
lidad al operador jurídico para delimitar las 
fronteras del concepto y contenido del deli-
to, ingresando con ello a la contracara de la 
estricta legalidad, esto es, a decidir, por boca 

del juez, qué debe comprender el concepto 
de delito y qué debe proteger el Derecho Pe-
nal. 

No es fácil para el legislador alcanzar la pre-
cisión del lenguaje en los textos normaƟ vos, 
pero lo cierto es que resulta parƟ cularmente 
forzoso obtener una comprensión amplia del 
dato axiológico que pretende regular la abs-
tracción del enunciado jurídico, sobre todo 
en lo que hace a las posibles excepciones en 
la aplicación de la ley en esos casos dudosos 
que no pueden ser subsumidos.

5. EL DATO DE LA SOCIOLOGÍA EN LAS CA
TEGORÍAS JURÍDICAS DEL TERRORISMO 

Si las voces uƟ lizadas por el legislador en el 
texto de la ley, están informadas de valor 
axiológico, tomado de la información empí-
rica de cada sociedad, en su propio contexto, 
resulta lógico afi rmar que las acciones que se 
esƟ man punibles, se correspondan con una 
hipótesis de la realidad; es decir, que la nor-
ma penal, en efecto lleva al lenguaje norma-
Ɵ vo fenómenos, como comportamientos de 
la realidad.

De tal manera, que el terrorismo consƟ tu-
ye un fenómeno más de la realidad, que ha 
sido dotado de conceptos propios de la so-
ciología, que en su función epistemológica, 
ha conseguido un concepto legiƟ mador, par-
Ɵ endo del contexto de sociedad y las carac-
terísƟ cas del fenómeno fácƟ co.

El decaimiento de la modernidad, y la con-
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secuente introducción del movimiento de la 
posmodernidad, provocaron un cambio de 
paradigma en la sociología, generando una 
opinión catastrófi ca (Grosso, 2001, p. 39) y 
negaƟ va en muchos de los ámbitos de la so-
ciedad*. 

Esta sociología se ha apropiado de concep-
tos como globalización, emancipación, indi-
vidualidad, levedad, unifi cación de espacio/
Ɵ empo, fl exibilidad y riesgo, que le han ser-
vido para caracterizar y defi nir los procesos 
sociales de nuestra actualidad, así como los 
fenómenos que al interior de estos se desa-
rrollan.

Un nuevo concepto que en forma reducƟ va 
ha imbricado a la sociedad y sus fenómenos 
es el de “sociedad de riesgo global”, acuñado 
por el sociólogo alemán Ulrich Beck (2002), y 
mediante el cual se pretende no solo funda-
mentar y legiƟ mar, sino reconceptualizar los 
sistemas sociales y los riesgos que les ame-
nazan.

A tal imbricación no escapan las categorías 
del sistema jurídico, menos aun la del sub-
sistema del Derecho Penal. Ello es demos-

* “La principal técnica de poder es ahora la huída, el es-
currimiento, la elisión, la capacidad de evitar, el rechazo 
concreto de cualquier confi namiento territorial y de sus 
engorrosos corolarios de construcción y mantenimiento 
de un orden, en la responsabilidad por sus consecuen-
cias y de la necesidad de afrontar sus costos”, con estas 
palabras defi ne claramente la llamada “modernidad lí-
quida” el sociólogo polaco Zygmunt Bauman a la socie-
dad actual. Cfr. Zygmunt Bauman, Modernidad líquida, 
Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica de ArgenƟ -
na, 2009, p. 17. Otros sociólogos han defi nido esta nue-
va época, como “constelación postnacional”, “moderni-
dad refl exiva”, o “segunda modernidad”. 

traƟ vo, mediante la asunción de conceptos 
como seguridad, riesgo, responsabilidad o 
culpabilidad, respecto de los cuales se ha 
querido ocupar la sociología, al paso que se 
aceptan los aportes de esta por la dogmáƟ ca 
penal actual (AAVV, 2009, pp. 23-58). La sig-
nifi cación de ciertos bienes jurídicos, como 
intereses que a los que el Derecho Penal 
dispensa protección; el contenido de ciertas 
fi guras delicƟ vas, y muchas palabras del len-
guaje normaƟ vo, han sido infl uenciados en 
su formación, como en su interpretación por 
la ciencia social. 

Esto debe resultar entendible si se piensa 
que la políƟ ca criminal, como políƟ ca públi-
ca, debe uƟ lizar a la sociología como una de 
las varias disciplinas, que le son úƟ les en esa 
verifi cación del contexto de la realidad, nece-
saria para llevar muchos confl ictos sociales al 
Derecho. Sin embargo, debe adverƟ rse que 
en algunos campos del Derecho Penal se pre-
senta una suerte de susƟ tución conceptual 
de conceptos de Derecho Penal por los de la 
sociología o, si se quiere, una especie de do-
tación conceptual de esta disciplina social al 
lenguaje jurídico-penal, que ha generado las 
contradicciones propias de la insufi ciencia 
que producen los conceptos difusos (Grasso, 
2006, pp. 33-34). 

Ello es demostrable cuando el concepto de 
seguridad, bien jurídico contra el que atenta 
el terrorismo, se defi ne a parƟ r de la analo-
gía del signifi cado de la persona del terro-
rista, como: moradores, como extraños ubi-
cuos en el Ɵ empo/espacio, generador de un 
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“miedo ambiente”, el que genera una políƟ -

ca del miedo coƟ diano (Bauman, 2009, pp. 

101, 102, 115). Al Ɵ empo, cuando se quiere 

defi nir los que afectan la seguridad, se uƟ li-

zan los conceptos de riesgo y de peligro, los 

que se pretenden homologar, sin proporcio-

nes, al concepto de delito; así lo hace Beck, 

cuando afi rma: “Los nuevos peligros están 

eliminando los cimientos convencionales de 

seguridad” (Beck, 2002, p. 37). 

 

A este refl ejo analógico se ha conducido 

también el concepto de “terrorismo”, como 

fenómeno fácƟ co que lesiona la seguridad 

pública, y respecto del cual –señalan las po-

líƟ cas públicas– deben adoptarse medidas 

anƟ terroristas.

Las medidas anƟ terroristas, desde luego, 

uƟ lizan también la lógica del lenguaje de la 

analogía, cuando se expresa que debe preva-

lecer la seguridad sobre la libertad, que para 

conseguir libertad se requiere seguridad y 

que la sociedad como un cuerpo supremo, 

e imagen simbólica de la comunidad, debe 

ser “purifi cada de toda sustancia extraña e 

indigerible, con todos los puntos de acceso, 

cuidadosamente vigilados, controlados y 

protegidos…” (Bauman, pp. 194-195). 

Es esta lógica contrafácƟ ca la que se ha per-

miƟ do defi nir el terrorismo, uƟ lizando la 

signifi cación de la respuesta estatal como 

modelo de defi nición. Así, la dinámica de 

interacción entre la acción terrorista y la re-

acción estatal es la que resulta más úƟ l para 

comprender la confi guración del terrorismo 
(Cancio, 2010, p. 68).

Aparecen en esta confi guración conceptos 
como el de miedo, que al recoger la signifi -
cación de la zozobra y el terror, como afec-
tación de la seguridad de la población, es 
apropiado por la sociología y los medios 
de comunicación, cuando se encargan des-
de sus ópƟ cas de determinar la gravedad y 
prominencia del riesgo en que devienen los 
miedos. Es allí en donde la sociología defi ne 
las emociones provocadas por el miedo, que 
hacen descuidar los cálculos de probabilidad 
de riesgo, y los ciudadanos terminan por ser 
objeto de este impacto (Sunstein, 2009, p. 
127). El miedo será un elemento desagrega-
do de la defi nición legal de terrorismo, que 
terminará encontrando signifi cación empíri-
ca por la sociología. 

A su paso, el concepto de “culpabilidad”, in-
manente al Derecho Penal, en su confi gura-
ción ha sido erosionado en su contenido y al-
cance, al señalarse la pérdida de efi cacia en 
el caso del terrorismo. Afi rma Pawlik que un 
concepto como el de culpabilidad, tan caro 
a la dogmáƟ ca jurídico-penal, parece carecer 
de relevancia en la determinación de respon-
sabilidad del delito de terrorismo (Pawlik, 
2010, pp. 160 y ss.), lo que ha sido un terre-
no allanado para el momento judicial.

Queda entonces claro que la indefi nición, 
con el proceso dialécƟ co terrorismo/anƟ -
terrorismo, sufre una incerƟ dumbre con-
ceptual (González, 2002, p. 19) que habilita 
al legislador y al juzgador, en sus diferentes 
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momentos funcionales, para conceptuar y 
dar contenido a las categorías posiƟ vas del 
Derecho Penal, así como para fi jar sus alcan-
ces.

Si ese proceso de interacción defi ne la heu-
rísƟ ca con que se administra el fenómeno 
terrorista, las medidas legislaƟ vas y poli-
ciales adoptadas para contrarrestarle serán 
explicaƟ vas de una forma de principio de 
precaución, en donde la defi nición jurídico-
penal de terrorismo se vale de la misma base 
empírica de la heurísƟ ca. Se trata, entonces, 
de un sistema argumental cerrado en donde 
el Derecho estará preso de la comprensión 
contrafácƟ ca. 

Tal problemáƟ ca solo se explica por el que-
hacer de la sociología, cuando en la búsque-
da de establecer conceptos que le son ex-
traños a su carácter “relaƟ vo y transitorio”, 
se vale de medios, de suyo, inestables como 
discuƟ bles, como la intuición, la literatura o 
los senƟ mientos de los invesƟ gadores, que a 
la postre pueden ser generadores de una au-
ténƟ ca anarquía epistemológica*.

A contrario, el fenómeno terrorista y su en-
frentamiento, pueden ser tratados con ajus-
te al Estado de derecho, y sin afectar los 
conceptos, propios del Derecho Penal, los 
cuales, como reclama Pawlik, deben ser lla-
mados por su nombre (p. 179). Desde lue-
go será posible, en ese Estado de derecho, 

* Con una críƟ ca vehemente desde la criminología, Cfr. 
Carlos Alberto Elbert, Manual básico de criminología, p. 
201.

alcanzar conceptos jurídicos estables, que 
permitan defi nir con certeza lo que deben 
entender los individuos del sistema jurídico, 
por delito de terrorismo. Al efecto, la socio-
logía debe suministrar el dato de realidad sin 
que el mismo se subrogue en el contenido y 
concepto de las categorías del Derecho Pe-
nal.
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